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Abstract 
[Excerpt] En este país los sindicatos continúan criticando los puntos débiles del Acuerdo, especialmente 
la exclusión de asuntos referentes a la sindicalización, la negociación y las huelgas, los mecanismos de 
solución de controversias, y la carencia de soluciones ejecutorias bajo el ACL. Al mismo tiempo, se han 
dado cuenta de que resulta un foro muy útil para exponer casos de violaciones de los derechos de los 
trabajadores por parte de corporaciones multinacionales que operan en el marco del TLC. Con ello 
intentan promover una presión popular dirigida a detener la ampliación del TLC a Chile y el resto de 
América Latina, a menos que se dote al acuerdo comercial hemisférico de una dimensión social más 
fuerte. 
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El Acuerdo de Cooperación Laboral del Tratado 
de Libre Comercio de América del Norte: 
¿dimensión social o decepción social? 
Lance Compa 
Visión panorámica del TLC 
En agosto de 1992 los gobiernos de Estados Unidos, Canadá y México 
finalizaron las negociaciones para el TLC (Tratado de Libre Comercio) de 
América del Norte, el mismo que entró en vigencia en enero de 1994. El TLC 
es un extenso tratado comercial destinado a reducir las barreras arancelarias y 
no arancelarias al comercio entre los tres países partes del Tratado. Entre los 
elementos claves del TLC están: 
• Una reducción progresiva de los aranceles hasta su eliminación total en 
un plazo de diez años. 
• Reglas de origen para garantizar que se dé un trato arancelario favorable 
a los productos de los países partes del TLC y no a otros que usen a alguno de 
los socios como "plataforma" para entrar en el mercado de América del Norte. 
• La unificación de estándares técnicos en consonancia con normas inter-
nacionales. 
• El acceso de los socios del TLC a los programas de adquisiciones públicas. 
• Un trato de inversión no discriminatorio entre los socios del TLC. 
• La unificación de la política de competencia. 
• La apertura del comercio transfronterizo en los sectores de servicios, 
incluyendo los servicios financieros. 
• Garantías de derechos de propiedad intelectual. 
• Derechos de entrada temporal para comerciantes profesionales. 
• El trato diferenciado para los sectores textil, del vestido, automotriz, de 
la energía, agricultura, transporte terrestre y telecomunicaciones. 
El Tratado incluye también disposiciones sobre decisiones jurídicas dife-
renciadas en cuestiones referentes a derechos antidumping y derechos 
compensatorios, y sobre procedimientos de arreglo de controversias utilizando 
paneles ad hoc formados por expertos comerciales del sector privado. Se 
estipularon excepciones generales a las reglas del TLC para cuestiones de 
seguridad nacional, política fiscal y balanza de pagos, así como para industrias 
culturales (Canadá). También hay que destacar que el TLC no aborda la 
política de inmigración ni el movimiento de trabajadores a través de las 
fronteras de los países del TLC (a excepción de la entrada temporal de 
profesionales y ejecutivos). 
El TLC pone en ejecución un programa de liberalizad ó n comercial que 
trasciende el régimen GATT/OMC {General Agreement on Tariffs and Tradel 
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Organización Mundial del Comercio) en varias áreas claves. Proporciona un 
avance más rápido e inclusivo en la reducción arancelaria. Las disposiciones 
sobre la propiedad intelectual brindan mayores garantías a poseedores de 
derechos de autor o de patente. Las disposiciones referentes al comercio de 
servicios (incluyendo los financieros), la inversión, las compras gubernamen-
tales, la política de competencia y otras cuestiones que cubre el TLC no son 
parte del régimen GATT/OMC. 
El trabajo y el TLC 
El contexto sindical 
La negociación e implementación del TLC tuvo lugar en un contexto de 
crisis y de cambio para los movimientos obreros de Estados Unidos, Canadá y 
México. 
Estados Unidos 
En los Estados Unidos el nivel de sindicalización de la fuerza de trabajo bajó 
de un elevado 35% en los años cincuenta, a 20% en 1985 y 15% hoy en día. 
La caída en la sindicalización del sector privado es todavía más abrupta: de 40% 
en los cincuenta a 11 % en la actualidad. Compañías grandes como IBM y 
Kodak, y nuevos centros de empleo como Silicon Valley (California), el eje de 
las empresas americanas de alta tecnología, no están sindicalizados. 
No todo ese descenso se debe a cambios estructurales en la economía. La 
realidad del trabajo estadounidense se caracteriza también por un 
antisindicalismo pernicioso, por la eliminación deliberada de sindicatos y el 
truncamiento ilegal de nuevos esfuerzos de organización sindical. Cada año 
mile.s de trabajadores son despedidos de las compañías por tratar de organizarse. 
Los recursos legales son dolorosamente lentos e ineficaces. La mayoría de las 
víctimas de ese trato aceptan una modesta indemnización por despido y se van 
de la compañía, dejando el lugar de trabajo sin haber formado un sindicato y 
a los trabajadores que quedan, demasiado desmoralizados como para volver a 
intentarlo. Las corporaciones en proceso de "reducción" muchas veces pueden 
elegir entre cerrar un establecimiento sindicalizado o uno no sindicalizado. Casi 
umversalmente optan por cerrar el que tiene representación sindical. 
El clima antisindical que predomina en Estados Unidos ha tentado a 
prominentes empresas europeas a reubicar sus operaciones en ese país. Por 
ejemplo, BMW está desarrollando una gran fábrica en Carolina del Sur, el 
estado con la tasa de sindicalización más baja en todo Estados Unidos. 
Mercedes-Benz, por su lado, estableció una planta en Alabama, otro estado 
antisindical. 
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Ahí donde todavía hay sindicatos, se presiona a sus miembros a aceptar 
rebajas de salarios y beneficios si quieren conservar sus puestos de trabajo. De 
acuerdo con el Departamento del Trabajo estadounidense, en todo el país los 
salarios reales de los trabajadores han disminuido más del 13% durante el 
último cuarto de siglo. Sólo gracias a la entrada masiva de las mujeres a la fuerza 
de trabajo y a un incremento del trabajo juvenil, ha sido posible mantener los 
ingresos familiares. 
Canadá 
Si bien la densidad sindical en Canadá se ha mantenido por encima del 
30%, eso se debe principalmente a los altos niveles de sindicalización en el 
empleo público. La del sector privado bajó de más del 40% en la década de los 
cincuenta a 24% en la actualidad. Tanto en los Estados Unidos como en 
Canadá la afiliación descendió en forma significativa en la minería, la manu-
factura y otros bastiones tradicionales del poder sindical. Una excepción es 
Quebec, donde la densidad sindical permanece casi universal en el sector 
público y en casi el 40% en el sector privado. 
México 
Es difícil obtener estadísticas confiables sobre la densidad sindical de 
México. La última estimación oficial proviene de un estudio general de 1979 
que reflejó un nivel de sindicalización del 30%. Sin embargo, en un país como 
México, con un extenso sector informal que responde por el 40% del empleo 
total, y con un gran número de empresas pequeñas incluso en el sector formal, 
un promedio general no resulta ilustrativo. 
En contraste con el empleo informal y con el empleo en las pequeñas 
empresas, en México el 85% de las empresas del sector privado formal con más 
de 100 empleados están sindicalizadas. Ese elevado nivel de densidad sindical 
en la economía formal refleja, en parte, la estructura históricamente corporatista 
de las relaciones entre el Estado y el trabajo en ese país. 
El PRI (Partido Revolucionario Institucional) promovió la organización 
sindical en empresas grandes y en el empleo público a través de organizaciones 
del Congreso Laboral, una central obrera aliada con el PRI, como una forma 
de consolidar su propia autoridad política. Una manifestación importante de 
esta relación corporatista entre el Estado y el trabajo fue la serie de pactos 
negociados por el gobierno, las federaciones patronales y ias centrales obreras 
afiliadas al Congreso Laboral durante los años 80 y 90. Gracias a esos pactos los 
aumentos salariales se mantienen por debajo de la tasa de inflación y de la tasa 
de crecimiento de la productividad, como una forma de atraer la inversión 
foránea directa y crear puestos de trabajo. 
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La posición sindical ante el T L C AF] 
dei 
Esas situaciones distintas entre los sindicatos de los tres socios del T L C ciei 
llevaron a actitudes mixtas hacia el Tratado por parte de los movimientos des 
sindicales de los tres países. El movimiento sindical mayoritario de Canadá (el y <j 
de habla inglesa) se oponía a cualquier tipo de acuerdos de libre comercio. En 
su lugar, abogaba por políticas comerciales controladas que protegieran las foj 
industrias canadienses claves. También temía la pérdida de puestos de trabajo, ac 
aunque no en beneficio de México sino, más bien, de regiones antisindicales de al1 
Estados Unidos. La mayor parte de los miembros del movimiento sindical se 
compartía también el generalizado sentimiento canadiense en torno a la el 
soberanía nacional y sobre la probabilidad de que con el TLC Estados Unidos a 
utilizara su poder económico para dictar la política canadiense, espoleando lí 
recortes en el seguro nacional de salud y otros programas sociales. a 
En su mayoría, el movimiento sindical canadiense no sólo se oponía al 
Tratado, sino también a que se hicieran proposiciones de cualquier tipo 
respecto de la dimensión social en el TLC, aduciendo que con esas propuestas I ] 
sólo se le hacía el juego a los proponentes del Tratado, ya que rendían un 
homenaje meramente verbal a los asuntos sociales, pero no garantizaban j 
ninguna protección real de los mismos. 
Sin embargo, nuevamente Quebec reveló una actitud diferente y excepcio-
nal. Muy involucrado en el comercio y ansioso de alcanzar mercados de 
exportación en Estados Unidos y México, el movimiento sindical de Quebec 
no se opuso al TLC, aunque tampoco lo apoyó abiertamente, posiblemente 
para no ofender a sus colegas de habla inglesa. 
Por su parte, los sindicatos estadounidenses crearon un lema - "este T L C 
no"— y se dedicaron a promover debates y propuestas para una carta social. N o 
obstante, cuando se reveló el lado laboral del Tratado, el movimiento sindical 
lo encontró fundamentalmente defectuoso y emprendió una fuerte campaña 
para derrotar al T L C en la Cámara de Representantes. La soberanía nacional 
era un asunto trivial para los estadounidenses, ya que no podían preocuparse 
de que pudiera dominarlos un vecino más poderoso. 
Los empleos y los salarios eran el punto clave en la oposición sindical 
estadounidense al TLC. Los sindicatos aducían que el tratado comercial 
incitaría a las empresas estadounidenses a reubicar sus operaciones industriales 
en México, atraídas por los salarios bajos y condiciones laborales no reglamen-
tadas. Entretanto -consideraban-, las compañías que permanecieran en Esta-
dos Unidos utilizarían al T L C y a la región maquiladora de México para 
amenazar a sus trabajadores con mudarse, a menos que éstos acepten reduccio-
nes de sus salarios y beneficios. Los sindicatos sostenían que el resultado sería 
la pérdida de puestos de trabajo y la caída de los salarios. 
El movimiento sindical oficial mexicano, aliado del gobierno del PRI que 
negoció el TLC, apoyó el acuerdo comercial y rechazó las proposiciones de la 
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AFL-CIO (American Federation ofLabor and Congress ofIndustrial Organizations) 
de unirse a las críticas. Las predicciones de los sindicatos estadounidenses de que 
cientos de miles de plazas de trabajo se mudarían de Estados Unidos a México 
despertaban cierta empatia entre los sindicatos mexicanos, ansiosos de empleos 
y de crecimiento económico. 
Unos pocos grupos laborales mexicanos independientes, entre ellos en 
forma destacada el Frente Auténtico del Trabajo (FAT), cuestionaron el 
acuerdo y se mostraron escépticos en torno a si sus beneficios se esparcirían más 
allá de las élites económicas. Sin embargo, la campaña publicitaria del gobierno 
sobre las bondades del TLC y el salto de México al Primer Mundo contaba con 
el respaldo de una genuina recuperación y crecimiento económicos registrados 
a comienzos de la década de los 90. Como resultado, en México no se produjo 
la gran lucha política —que sí se dio en Estados Unidos y Canadá- contra la 
aprobación del TLC. 
La agitación sindical 
El período de la negociación e inicio del TLC fue también uno de agitación 
al interior de cada uno de los movimientos sindicales de América del Norte. 
Estados Unidos 
En Estados Unidos la derrota en la batalla que en torno al TLC se libraba 
en el Congreso fue vista como "un clavo más" del féretro que se le preparaba 
al sindicalismo. En la convicción de que un cambio radical se volvía imperativo, 
importantes miembros de la AFL-CIO -entre ellos los sindicatos metalúrgicos 
y grandes sindicatos de empleados públicos- se lanzaron con éxito a una 
competencia por captar la dirección de la Federación. A fines de 1995 una 
nueva directiva tomó el control de la misma, con John Sweeney como 
presidente. 
Los nuevos líderes ofrecieron un programa más agresivo de organización 
para las compañías y sectores no sindicalizados y desplegaron un mayor esfuerzo 
de movilización de respaldo a los sindicatos que fueran a la huelga. La nueva 
administración Sweeney introdujo también un nuevo directorio para el Depar-
tamento de Asuntos Exteriores de la Federación, buscando alejarse de la 
tradicional mentalidad de "guerra fría" marcada por la intervención en los 
asuntos internos de sindicatos foráneos. 
Así, la nueva directiva de la AFL-CIO centró casi toda su atención y su 
actividad en cuestiones domésticas, apartando de su agenda los tópicos 
internacionales. Ante todo, procuraron detener y revertir el descenso de la 
densidad sindical estadounidense, dedicando mayores recursos y energías a la 
organización -especialmente en el sector de servicios, donde era más marcada 
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la creación de puestos de trabajo— y al respaldo a las huelgas de los trabajadores 
involucrados en disputas de negociaciones colectivas. Si bien hasta mediados de 
1997 no se vieron resultados significativos en el grado de sindicalización, 
algunos paros importantes, sobre todo en la compañía Bridgestone-Firestone, 
terminaron favorablemente para los trabajadores, con el apoyo ampliado de la 
AFL-CIO. 
Canadá 
El CLC (Canadian Labor Congress) permaneció institucionalmente estable 
tanto en la orientación de su directiva, como en las pautas de política de la 
organización. Firmemente socialdemócrata, el CLC aboga por una 
sindicalización agresiva y por la dureza en la negociación con los empleadores. 
Pero el trabajo organizado enfrenta desafíos en las dos mayores provincias de 
Canadá. En Ontario un gobierno conservador abiertamente antisindical 
reemplazó, en 1995, al socialista NDP (New Democratic Party), que había 
ganado las elecciones en 1993 tras décadas de predominio del Partido Conser-
vador (generalmente de orientación centro-conservadora). El respaldo lógico 
del movimiento sindical de Ontario al NDP se rompió cuando, ya en el 
gobierno, ese partido impuso la austeridad salarial para los empleados públicos. 
La nueva administración provincial de ultraderecha recortó el gasto social y el 
empleo público, y además revocó algunas leyes pro sindicales sobre relaciones 
industriales que el NDP había aprobado apenas dos años antes (en Canadá las 
relaciones industriales entran en la jurisdicción provincial, no en la federal). El 
sindicalismo de la mayor provincia optó entonces por encauzar sus energías a 
resistir el embate antisindical del flamante gobierno. 
En Quebec el sentimiento separatista afectó al movimiento sindical de 
varias formas. Las relaciones entre la F T Q (Quebec Labor Federation) —afiliada 
a la CLC— y la CSN (National Union Confederation), una federación sindical 
independiente con base en Quebec, se caracterizan por una fuerte rivalidad. Los 
sentimientos nacionalistas llevaron a un fuerte concepto de independencia al 
interior del movimiento sindical de la provincia, que respalda al partido de 
gobierno y apoya sus políticas generalmente pro sindicales y socialdemócratas. 
Adhiere, asimismo, al comercio ampliado, pues muchas industrias claves 
dependen de los mercados de exportación. 
México 
El movimiento sindical mexicano experimentó una serie de conmociones 
después de la implementación del TLC. La devaluación del peso a finales de 
1994 condujo a una inflación, desempleo y marginación social masivos, 
especialmente en Ciudad de México y otros centros urbanos de empleo 
industrial tradicional. En 1996 los salarios reales de los trabajadores mexicanos 
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se ubicaban 27% por debajo de los niveles de 1994 y 37% por debajo de los de 
1980. Sin embargo, la devaluación trajo aparejado un boom de empleos en la 
región maquiladora a lo largo de la frontera entre Estados Unidos y México, 
donde los puestos de trabajo rebasaron la marca del millón. La mayor parte de 
este crecimiento ocurrió en áreas no sindicalizadas o de "sindicatos blancos" al 
oeste de Juárez. 
En 1996 varios sindicatos importantes del Congreso Obrero anunciaron la 
formación del "Foro Sindical ante la Nación", pidiendo una mayor democracia 
interna en los sindicatos y más independencia de los partidos políticos. El Foro 
criticó también un acuerdo obrero patronal -el denominado "Nueva Cultura 
Laboral"- entre la dirección sindical oficial y una organización patronal clave, 
por no haberse consultado a la base sindical en torno a la configuración del 
mismo. 
En 1997 falleció Fidel Velázquez, quien había dirigido la mayor federación 
sindical desde los años cuarenta y negociado el acuerdo "Nueva Cultura 
Laboral" con los empleadores. Velázquez mantuvo firmes vínculos con el PRI 
y contuvo las demandas por mejoras salariales y las acciones militantes de los 
sindicatos mexicanos después de la devaluación de 1994. Su muerte dejó un 
vacío de jefatura que, a juicio de muchos observadores, conducirá a un período 
de agitación interna en el movimiento sindical. 
En julio de 1997 el PRI perdió el control del Congreso y del Distrito 
Federal por primera vez en siete décadas. Ahora, el mandatario, tradicional-
mente "imperial", tiene que negociar las reformas legislativas —incluyendo la de 
la ley del trabajo— con los partidos de oposición, que conforman una mayoría 
en la Cámara de Diputados. También el movimiento sindical tiene que diseñar 
estrategias nuevas y creativas para encarar un ambiente político pluralista. 
El trabajo en Norteamérica y el debate sobre el TLC en la actualidad 
El TLC fue un tópico menor en las elecciones nacionales de los tres países 
del norte del continente celebradas en 1996 y 1997. Preocupaciones presupues-
tarias, recortes en los programas sociales y otras cuestiones domésticas domina-
ron la política electoral. Tanto en Canadá como en México, el TLC ha 
retrocedido como asunto político de alto perfil y si no se ha ubicado en el último 
lugar es debido a que ambos países tienen grandes excedentes comerciales con 
Estados Unidos. En 1996 el excedente comercial de Canadá con Estados 
Unidos llegaba a casi 20 mil millones de dólares. El de México con ese mismo 
país era de 16.2 millardos para el mismo año, un gran giro en comparación con 
el excedente de 1.7 millardos de que disfrutaba Estados Unidos en el comercio 
con México en 199,3 y cuyo seguro crecimiento pronosticaron los defensores 
del TLC durante la campaña previa a la aprobación del Tratado. 
En Estados Unidos los asuntos relativos al libre comercio y al TLC 
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volvieron a adquirir prominencia después de las elecciones, cuando la adminis-
tración Clinton trató de conseguir que el Congreso aprobara el mecanismo de 
fast-track para la negociación. En julio de 1997 el gobierno de Estados Unidos 
emitió un informe sobre el TLC que anunciaba "un modesto efecto positivo" 
del acuerdo comercial. Este enfoque mesurado contrastaba notoriamente con 
las predicciones oficiales hechas durante el debate que precedió a la votación del 
TLC en el Congreso en 1993, cuando el presidente Clinton prometió miles de 
nuevos puestos de trabajo con salarios altos para satisfacer la creciente demanda 
mexicana de productos estadounidenses (demanda que colapso conjuntamente 
con el peso a fines de 1994). El gobierno de Clinton argumentó entonces que 
el Tratado impediría que la crisis del peso tuviera consecuencias aún peores, y 
conduciría a una rápida recuperación de México y a un continuo crecimiento 
de las exportaciones estadounidenses a ese país. 
Los críticos del TLC destacaron los elevados déficits con Canadá y México 
y algunos ejemplos conspicuos de cierres de fábricas en Estados Unidos. Por 
ejemplo, el anuncio del cierre total de RCAy su reubicación en Juárez, México, 
eliminando 2.000 puestos de trabajo en EE.UU. Analistas laborales anti TLC 
calcularon en 420.000 las plazas perdidas debido al tratado comercial y le 
atribuyeron la responsabilidad de más de un tercio del descenso total en el 
empleo fabril de ese país desde 1989. Además citaron un informe elaborado en 
1996 por investigadores de la Universidad de Cornell según el cual la mitad de 
las compañías que enfrentaron campañas de organización sindical en 1997 
amenazaron con cerrar sus operaciones como un medio para frustrar la 
formación de sindicatos. Las advertencias de que se mudarían a México fueron 
frecuentes. 
En la arena de la política comercial, la nueva dirigencia de la AFL-CIO 
declaró que la preservación de los puestos de trabajo y de los ingresos de los 
estadounidenses era su prioridad central. La federación sindical aumentó sus 
ataques al TLC y a las políticas de libre comercio del gobierno de Clinton. La 
Federación citó evidencias de los efectos negativos del Tratado y se opuso a la 
reautorización del fast-track para la negociación. La oposición sindical a este 
mecanismo y su resolución de emprender una enérgica campaña contra 
cualquier miembro del Congreso que votara en su favor fue un factor clave en 
la demora de la aprobación parlamentaria. El hecho de que el presidente 
Clinton no pudiera obtener la autorización para usar el fast-track entorpeció el 
intento de ampliar el TLC a Chile o cualquier negociación relativa al ALCA 
(Área de Libre Comercio de las Américas), por lo menos durante 1997. 
El acuerdo laboral complementario (ACL) del TLC 
El ACL (Acuerdo de Cooperación Laboral) de América del Norte (NAALC-
NAFTA Agreement on Labor Cooperation) surgió de una promesa que hiciera 
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Bill Clinton durante su contienda electoral de 1992 contra George Bush. Este 
último había negociado el Tratado de Libre Comercio de América del Norte 
durante 1990-1992 con el presidente Carlos Salinas de México y el primer 
ministro Brian Mulroney de Canadá. Los tres líderes anunciaron que habían 
llegado a un acuerdo sobre el TLC, en agosto de 1992, justo cuando los ánimos 
electorales comenzaban a caldearse. 
Organizaciones laborales, ambientalistas y de derechos humanos presiona-
ron al candidato Clinton para que repudiara el TLC en su campaña por la 
presidencia. Páralos detractores del Tratado, éste reflejaba una agenda neoliberal 
que favorecía a las corporaciones multinacionales y a los inversionistas, a costa 
de los trabajadores y el medio ambiente. Pero la candidatura demócrata 
dependía mucho del respaldo financiero de elementos importantes de las 
comunidades corporativas y de la banca de inversión, sectores éstos que 
respaldaban al TLC. 
Para responder a las fuerzas pro y anti TLC, Clinton optó por apoyar el 
Tratado si en el paquete que se iba a presentar al Congreso se incluían "acuerdos 
complementarios" en materia laboral y del medio ambiente (1). Después de la 
toma de posesión, en enero de 1993, el nuevo gobierno procedió a negociar los 
pactos complementarios con México y Canadá. En agosto de 1993 se llegó a 
acuerdos sobre el ACL y a otro convenio acompañante, el Acuerdo de 
Cooperación Ambiental de América del Norte. En noviembre de 1993 el 
Congreso estadounidense aprobó el TLC y sus dos acuerdos complementarios. 
Los tres entraron en vigencia el 1 de enero de 1994. 
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Para entender el ACL 
Un punto de partida para entender el ACL es ver lo que no es: 
• No se trata de un acuerdo que establezca nuevas normas a las que tengan 
que adaptarse los países unificando sus leyes o sus normas y reglamentaciones. 
En lugar de eso, el ACL pone el énfasis en la soberanía de cada país sobre sus 
asuntos laborales internos, reconociendo "el derecho de cada una de las Partes 
de establecer sus propias normas laborales internas" (2). 
• El ACL no crea un nuevo organismo que sustituya a las autoridades 
internas de cada país en la aplicación de derechos laborales. Los negociadores 
del ACL se esmeraron en declarar que "ninguna disposición en este Acuerdo se 
Drte (NAALC-
:sa que hiciera 
(1) Clinton especificó su posición en un importante discurso pronunciado durante la campaña 
electoral y publicitado como su declaración definitiva en materia de política comercial. Véase 
Governor Bill Clinton, Expanding Trade and Creating American Jobs, Discurso en la Universidad 
del Estado de Carolina del Norte, Raleigh, Carolina del Norte, 4 de octubre de 1992. 
(2) ACL, Artículo 2 (énfasis añadido). 
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interpretará en el sentido de otorgar derecho a las autoridades de una de las Partes 
a llevara cabo actividades de aplicación de su legislación laboral en territorio de otra 
Parte" {3). 
• El ACL no crea un tribunal supranacional para aceptar evidencias y 
decidir sobre la culpabilidad o inocencia de los empleadores involucrados en 
disputas laborales o para ordenar correctivos contra los transgresores. Eso 
queda en manos de las autoridades de cada país. En vez de eso, los países del 
ACL instituyeron un sistema para la revisión mutua de cuestiones laborales y 
aplicación de la legislación pertinente, en áreas determinadas de la misma. Esas 
revisiones corren por cuenta, primero, de un país frente a otro y, luego 
-dependiendo del área específica-, las llevan a cabo comités de evaluación no 
gubernamentales o paneles arbitrales. 
La obligación fundamental que asume cada una de las partes del ACL es la 
de "aplicar efectivamente su legislación laboral" (4). Esa noción de "aplicación 
efectiva" es la esencia del Acuerdo. Aunque los países no cedieron soberanía en 
cuanto al contenido de sus leyes o a las autoridades y los procedimientos para 
aplicarlas, trascendieron los conceptos tradicionales del término, al abrirse a 
revisiones críticas, evaluaciones e incluso arbitrajes internacionales e indepen-
dientes sobre su actuación en la aplicación de la legislación laboral. En tres áreas 
claves -salario mínimo, trabajo de menores y seguridad y salud ocupacionales-
crearon una posibilidad de multas o de pérdida de beneficios comerciales 
-ajustándose a las normas del TLC— en caso de conductas persistentes de 
omisión en la aplicación efectiva de las leyes internas del país. 
No hay que subestimar el alcance de una inspección externa minuciosa así 
concebida. Tradicionalmente los países protegen su soberanía nacional sobre 
la legislación laboral y las relaciones obrero-patronales. De hecho, la primera 
refleja, por lo general, un equilibrio de fuerzas que es el resultado de décadas de 
lucha social. El enfoque híbrido de los miembros del ACL —preservar la 
soberanía sobre las leyes, normas y disposiciones "laborales, pero someterse a 
revisiones mutuas y por parte de organismos no gubernamentales independien-
tes- será probablemente la meta más alejada a la que los países partes pueden 
llegar con el diseño del primer convenio laboral vinculado a un acuerdo 
comercial internacional. Esto es especialmente cierto si se considera que 
Estados Unidos domina la relación económica entre los tres países del TLC y 
que tanto México como Canadá consideran que sus propias legislaciones 
laborales protegen más a los trabajadores que la estadounidense. Los países más 
pequeños se resisten a dar cualquier paso hacia una unificación que podría 
responder a la influencia gravitacional del poder económico de Estados Unidos. 
De hecho, entre los defensores de los derechos de los trabajadores en México 
(3) ACL, Artículo 42. 
(4) ACL, Artículo 3(1) (énfasis añadido). 
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y Canadá ya existe el temor de que el modelo desregulador de relaciones 
laborales que impera en Estados Unidos esté penetrando en sus países (5). 
Principios laborales y obligaciones del ACL 
Conforme al Anexo 1 del ACL, Estados Unidos, México y Canadá "se 
comprometen a promover" los siguientes principios laborales (si bien ponen de 
relieve que éstos "no constituyen normas mínimas comunes para su legislación 
interna" (6)): 
1. Libertad de asociación y protección del derecho a organizarse. 
2. Derecho a la negociación colectiva. 
3. Derecho de huelga. 
4. Prohibición del trabajo forzado. 
5. Restricciones sobre el trabajo de menores. 
6. Condiciones mínimas de trabajo. 
7. Eliminación de la discriminación en el empleo. 
8. Salario igual para hombres y mujeres. 
9. Prevención de lesiones y enfermedades ocupado nales. 
10. Indemnización en los casos de lesiones de trabajo o enfermedades 
ocupacionales. 
11. Protección de los trabajadores migratorios. 
En la Segunda Parte del ACL los tres países adoptan seis Obligaciones en 
áreas importantes de legislación laboral y de su aplicación. En resumen las 
obligaciones son las siguientes: 
Artículo 2: Niveles de protección 
Cada una de las Partes garantizará que sus leyes y reglamentos laborales 
prevean altas normas, que guarden consonancia con lugares de trabajo de alta 
calidad y productividad, y continuarán esforzándose por mejorarlas en ese 
contexto. 
Artículo 3: Acciones gubernamentales para la aplicación de la legislación laboral 
Cada una de las Partes promoverá la observancia de su legislación laboral 
(5) Véase, por ejemplo, Muñiz Fuentes, Manuel: The NAFTA Labor Accord in México and Its 
Repercussions for Workers, en Connecticut Journal of International Law n° 10, Connecticut 
1995, pp. 379-401, y debates en torno al propuesto "derecho al trabajo" en la legislación de 
Alberta. 
(6) ACL, Anexo 1. La cláusula completa reza: "Los siguientes son lincamientos que las Partes se 
comprometen a promover, bajo las condiciones que establezca su legislación interna, sin que 
constituyan normas comunes mínimas para dicha legislación. Su propósito es delimitar áreas 
amplias de atención en que las Partes han desarrollado, cada una a su manera, leyes, reglamentos, 
procedimientos y prácticas que protegen los derechos y los intereses de sus respectivas fuerzas de 
trabajo". 
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y la aplicará efectivamente a través de medidas gubernamentales adecuadas. 
Artículo 4: Acciones de los particulares 
Cada una de las Partes garantizará que las personas con un interés 
jurídicamente reconocido conforme a sus leyes internas tengan acceso adecua-
do a los recursos legales para la aplicación de sus derechos. 
Artículo 5'- Garantías procesales 
Cada una de las Partes garantizará que los procedimientos parala aplicación 
de su legislación laboral sean justos, equitativos y transparentes. 
Artículo 6: Publicación 
Cada una de las Partes se asegurará de que sus leyes y reglamentos estén a 
disposición del público y que los cambios propuestos se publiquen por 
adelantado y se abran a la discusión pública. 
Artículo 7: Información y conocimientos públicos 
Cada una de las Partes promoverá el conocimiento público de su legislación 
laboral. 
La estructura de la Comisión para la Cooperación Laboral 
El Consejo 
La Comisión para la Cooperación Laboral está integrada por un Consejo 
Ministerial y un Secretariado con personal permanente. El Consejo está 
compuesto por los Secretarios del Trabajo de Estados Unidos y México y el 
Ministro del Trabajo de Canadá. En su carácter de entidad única, el organismo 
supervisa la aplicación del ACL y las actividades del Secretariado. El Consejo 
promueve también actividades de cooperación trinacional en una amplia gama 
de asuntos en las áreas del derecho laboral, normas laborales, relaciones 
laborales y mercados de trabajo. 
El Secretariado 
El Secretariado de la Comisión tiene su sede en Dallas, Texas, donde 
comenzó sus actividades en septiembre de 1995. Su personal incluye 15 
abogados especializados en derecho laboral, economistas y otros profesionales 
con experiencia en asuntos laborales en sus respectivos países. Este personal 
trabaja en los tres idiomas de Norteamérica: español, francés e inglés. Un alto 
funcionario del ministerio del trabajo canadiense, quien negoció el ACL en 
nombre del gobierno de ese país, fue designado como el primer Director 
Ejecutivo del Secretariado, acompañado por un director estadounidense para 
legislación laboral e investigación económica, y uno mexicano para coopera-
ción y evaluaciones. El Director Ejecutivo y los miembros del personal 
internacional son nombrados para un período de tres años con posibilidades de 
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una ratificación en sus cargos. Se prevé, no obstante, que el de director sea 
rotativo entre nacionales de cada una de las Partes. Todos los directores y el 
personal son servidores públicos que no reciben instrucciones de ningún 
gobierno. 
El Secretariado del ACL tiene dos funciones principales. En primer lugar, 
elabora informes comparativos sobre legislaciones y mercados laborales en los 
tres países, incluyendo estudios especiales que el Consejo solicite. En segundo 
lugar, el Secretariado sirve como brazo administrativo general de la Comisión. 
También ofrece la asistencia de sus funcionarios al Consejo y a cualquier 
Comité Evaluador de Expertos o Panel Arbitral establecido conforme al 
Acuerdo. 
Oficinas Administrativas Nacionales (OANs) 
El ACL demanda también que cada gobierno mantenga una OAN 
(Oficina Administrativa Nacional) dentro del Departamento del Trabajo de 
cada país. Las OANs sirven como puntos de contacto y fuentes de información 
entre ellas, con otras dependencias gubernamentales, el Secretariado residen-
ciado en Dallas y con el público. 
Las OAN reciben, asimismo, quejas contempladas en el Acuerdo 
-"comunicaciones públicas" y "presentaciones", en el lenguaje ACL-, referen-
tes a asuntos de legislación laboral que surjan en otro país del TLC. Este es un 
rasgo inusual e importante: los trabajadores o sindicatos agraviados o sus aliados 
deben presentar sus quejas ante la OAN de otro país y no del suyo, para iniciar 
el proceso de revisión. Cada OAN establece sus propios procedimientos 
internos para revisar las quejas. En Estados Unidos y Canadá se incluyen 
audiencias públicas, no así en México. 
Como parte de su "informe de revisión", una OAN tiene la facultad de 
recomendar consultas ministeriales a nivel del Consejo en cuestiones que 
involucren cualquiera de los once Principios Laborales. Esas consultas pueden 
ser bilaterales entre el país cuya OAN emitió el informe y aquel donde 
ocurrieron las presuntas violaciones de los derechos de los trabajadores, o 
trilaterales, caso éste en que se invita al ministro del tercer país a participar en 
la consulta. 
Comités Evaluadores de Expertos 
Después de las consultas —excepto las que involucren los Principios 
Laborales 1,2, ó 3 - a solicitud de cualquiera de las Partes puede establecerse un 
CEE (Comité Evaluador de Expertos). Es significativo el hecho de que no se 
requiera de una queja previa o un informe de una OAN para que se proceda a 
la consulta ministerial o al establecimiento de un CEE. En efecto, cualquiera 
de los ministros está en capacidad de proponer la realización de una consulta 
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aunque no haya recibido "comunicación pública" o "presentación" alguna o 
dar inicio a un CEE si el asunto en cuestión así lo amerita. Al utilizar este 
procedimiento la parte solicitante debe poner a disposición del CEE un 
expediente con las normas que rigen la aplicación de la legislación laboral 
nacional respecto de la materia sometida a evaluación. 
Los CEE están facultados para evaluar los expedientes -tanto del país 
objeto de la consulta como del país que la solicita- en una o más de las siguientes 
cuestiones de legislación laboral, según el ámbito de la solicitud: 
• Prohibición de trabajo forzado. 
• Restricciones sobre el trabajo de menores. 
• Condiciones mínimas de trabajo. 
• Eliminación de la discriminación en el empleo. 
• Salario igual para hombres y mujeres. 
• Prevención de lesiones y enfermedades ocupacionales. 
• Indemnización en los casos de lesiones de trabajo y enfermedades 
ocupacionales. 
• Protección de los trabajadores migratorios. 
Paneles arbitrales 
Después de que un CEE presenta un informe, si uno de los países considera 
que el otro aún está incurriendo en una pauta persistente de omisiones en la 
aplicación efectiva de sus normas técnicas laborales en materia de seguridad e 
higiene en el trabajo, trabajo de menores o salarios mínimos, tiene la facultad 
de solicitar el establecimiento de un Panel Arbitral independiente. Tras 
considerar la cuestión, esta instancia puede emitir una resolución según la cual 
las partes contendientes pueden acordar un "plan de acción". Si éste no se pone 
en práctica, el Panel Arbrital está en capacidad de imponer una contribución 
monetaria al gobierno infractor. La multa será usada para mejorar la aplicación 
de la legislación laboral en la Parte demandada. Si ésta no la paga, se le puede 
aplicar sanciones comerciales. 
Ámbito de la revisión 
Hay diferencias sutiles pero importantes en el alcance de la revisión que, 
conforme alo previsto por el ACL, se hace durante las diversas etapas de examen 
de las cuestiones laborales. 
La revisión de la OAN 
Para la revisión inicial por parte de una OAN y para las consultas 
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ministeriales, el campo de ación es extremadamente amplio: "las cuestiones de 
legislación laboral que surjan en el territorio de otra de las Partes" -en el primer 
caso- y "cualquier cuestión dentro del ámbito de este acuerdo", para las 
segundas. Además, la no aplicación efectiva de la ley interna no constituye un 
motivo indispensable para una revisión o consulta. 
Otro elemento importante es la ausencia de requisitos "establecidos" para 
presentar una queja. Cualquier ciudadano u organización de cualquier país 
puede someterla a consideración de una OAN, en forma individual o en 
coalición. No es necesario demostrar el presunto daño o el interés que reviste 
la cuestión. La OAN debe responder aceptando la queja para su revisión o, caso 
contrario, explicando por escrito al querellante las razones del rechazo. 
Las consultas ministeriales 
Más allá de la revisión en una OAN, el proceso comienza a moverse a niveles 
gubernamentales. Únicamente la OAN puede recomendar consultas ministe-
riales y, a su vez, solamente un ministro puede aceptar la recomendación y 
solicitar las consultas y, cuando lo considere pertinente, iniciar la formación de 
un CEE. Para instituir un Panel Arbitral se necesita de la anuencia de dos 
ministros. En este contexto, las partes requieren de destrezas para el lobbyingy 
de capacidad de presión política para impulsar sus demandas a lo largo del 
proceso. 
La evaluación 
Para que las quejas pasen a ser examinadas por un Comité Evaluador de 
Expertos se precisan dos elementos. En primer lugar, la cuestión tiene que estar 
"relacionada con el comercio" y concernir a compañías que comercien en el 
ámbito del TLC o que compitan con mercancías b servicios de un socio del 
TLC. En segundo lugar, debe estar incluida en las "leyes laborales mutuamente 
reconocidas", es decir es necesario que ambos países dispongan de legislación 
sobre la materia en discusión. Por ejemplo, una solicitud estadounidense o 
canadiense para establecer un CEE encargado de evaluar un asunto que 
involucre la ley mexicana en virtud de la cual todas las empresas deben 
participar de los beneficios puede fracasar, porque tal ley no existe ni en Estados 
Unidos ni en Canadá. 
El alcance de una evaluación de un CEE es más restringido que el de una 
revisión de una OAN o el de una consulta ministerial. Dando por sentado que 
la cuestión esté relacionada con el comercio y se encuentre comprendida en 
leyes laborales mutuamente reconocidas, el ACL especifica que el Comité 
"analizará, a la luz de los objetivos de este Acuerdo, y en forma no contenciosa, 
las pautas de conducta de cada una de las Partes en la aplicación de sus normas 
técnicas laborales... [Principios Laborales 4-11]". 
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Esto introducé tres nuevos factores: 
1) Los Principios Laborales 1, 2 y 3 quedan excluidos del procedimiento 
del CEE. 
2) La exigencia de examinar "pautas de conducta" antes que "cuestiones de 
legislación laboral" o "cualquier cuestión". 
3) La exigencia de examinar "la aplicación" antes que "cuestiones de 
legislación laboral" o "cualquier cuestión". 
El arbitraje 
La solución de controversias por medio de un panel arbitral entraña los 
mismos requisitos de relación del asunto con el comercio y con las leyes 
laborales mutuamente reconocidas. Sin embargo, el ACL contiene una nueva 
e importante formulación en la esfera de acción del panel arbitral: la "presunta 
pauta persistente de omisiones de la Parte demandada en la aplicación efectiva 
de sus normas técnicas laborales en materia de seguridad e higiene en el trabajo, 
trabajo de menores o salario mínimo". Eso reduce a tres los Principios Laborales 
susceptibles de solución de controversias. También introduce el concepto de 
una "pauta persistente de omisiones en la aplicación efectiva de sus normas 
técnicas laborales". Los asuntos que podrían ser simplemente "cuestiones de 
legislación laboral" o "cualquier cuestión" para ser sometidos a revisiones por 
parte de una OAN y a consultas ministeriales, o "pautas de conducta" y 
"aplicación" para la evaluación por un CEE, enfrentan nuevos y mayores 
obstáculos: hace falta determinar qué se entiende por "pauta persistente" y por 
"omisiones en la aplicación" para lograr que un panel arbitral decida en favor 
de los derechos de los trabajadores. 
Los primeros tres años del ACL 
En sus tres primeros años, el ACL desarrolló un extenso programa de 
actividades de cooperación, el Secretariado produjo sus primeros informes de 
investigación y realizó un seminario internacional, y las primeras quejas fueron 
atendidas mediante el proceso de revisión y consulta. 
Las actividades de cooperación 
Estas actividades incluyeron reuniones y talleres de trabajo entre funciona-
rios del sector laboral de los tres países, intercambios de delegaciones profesio-
nales y técnicas, y conferencias y seminarios públicos en las siguientes áreas: 
• Cuestiones de seguridad e higiene en el trabajo, con particular atención 
a las industrias de la construcción y a las químicas y electrónicas. 
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• Capacitación laboral. 
• La mujer en el lugar de trabajo. 
• Trabajo no reglamentario (temporal, medio tiempo, contratación inde-
pendiente, trabajo desde el hogar, etc.). 
• La libertad de asociación y el derecho a organizarse. 
• El trabajo de menores. 
• La seguridad del ingreso (seguro de paro, pensiones, compensaciones, 
etc.). 
La investigación del Secretariado 
En diciembre de 1996 el Secretariado publicó un "Informe Preliminar 
sobre Legislación Laboral", de 40 páginas, que abarcaba elementos importantes 
de los Principios Laborales 1, 2 y 3 de los tres países del ACL. Este informe era 
el anticipo de un "Informe Comparativo de Legislación Laboral" de mayor 
escala, cuyo Volumen I, programado para 1997, analiza las leyes de relaciones 
laborales e industriales en el marco de las seis Obligaciones ¿&\ ACL. Volúmenes 
posteriores tratarán otros Principios Laborales. 
En mayo de 1997 el Secretariado sacó a la luz el informe "Mercados 
Laborales de América del Norte: Perfil Comparativo", que cubre la demografía 
de la fuerza de trabajo, las cambiantes estructuras del empleo y los patrones de 
trabajo no reglamentario, el desempleo y el subempleo, las ganancias y la 
productividad, y otros rasgos claves del mercado de trabajo de la economía 
continental. Con un complemento de casi cien mapas y gráficos, el informe 
analiza y presenta una década de datos de los tres países ACL que no se 
encuentran en ninguna otra fuente. 
Un tercer estudio que está en preparación analiza las prácticas laborales en 
la industria del vestido y examina la forma en que los trabajadores, los sindicatos 
y las empresas de este importante sector comercial se están adaptando a los 
nuevos patrones comerciales de los años post-TLC. 
En respuesta a una solicitud especial del Consejo Ministerial, el Secretaria-
do produjo también un estudio comparativo del impacto del cierre de fábricas 
y de las amenazas de cierre en el derecho de los trabajadores a organizarse en 
Estados Unidos, Canadá y México. El informe fue pedido como parte de un 
programa elaborado a raíz de las consultas ministeriales en torno al caso Sprint, 
que comentaremos más adelante. 
Quejas y casos 
1. Honeywelly General Electric (Presentaciones N° 94001 y 94002 de la 
OAN de los Estados Unidos) 
En febrero de 1994 dos sindicatos estadounidenses, el International 
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BrotherhoodofTeamstersy el UnitedElectrical Workers, presentaron quejas ante 
la OAN de Estados Unidos sobre presuntos despidos de trabajadores que 
intentaban formar sindicatos en las maquiladoras mexicanas de dos grandes 
corporaciones multinacionales. Citando violaciones del Principio Laboral 1 y 
alegando que las autoridades mexicanas encargadas de la legislación pertinente 
no protegieron adecuadamente el derecho de los trabajadores a organizarse, los 
sindicatos denunciaron que varios obreros de una fábrica de controles electró-
nicos de la corporación HoneyweLl en Chihuahua y de una de electromotores 
de la compañía General Electric en Ciudad Juárez, Chihuahua, fueron despe-
didos por actividades sindicales. 
La OAN estadounidense aceptó las denuncias para su revisión en abril de 
1994, y celebró una audiencia pública sobre el asunto, en Washington D . C , 
en septiembre de ese mismo año. En la audiencia testificaron trabajadores de 
las plantas de Honeywelly General Electric en México junto con abogados de ese 
país expertos en derecho laboral y con representantes de los sindicatos. 
Ninguna de las compañías apareció en la audiencia. 
El "Informe Público de Revisión" que presentó la OAN estadounidense el 
12 de octubre de 1994 observaba que su revisión "revela desacuerdos sobre los 
acontecimientos en cada una de las fábricas". A saber, si los trabajadores fueron 
despedidos por desarrollar actividad sindical o por razones legales no relacio-
nadas con ella. La OAN no se pronunció sobre las razones del despido de los 
trabajadores, pero anotó que "los despidos parecen coincidir con la organiza-
ción de campañas de organización en ambas plantas por parte de sindicatos 
independientes". Citó, asimismo, "otros asuntos pertinentes", incluyendo 
"dificultades para establecer sindicatos en México, los obstáculos que enfrentan 
los sindicatos independientes para lograr el reconocimiento legal, la elabora-
ción de listas negras de activistas sindicales en las compañías [...] y la 
preferencia gubernamental por los sindicatos oficiales y su respaldo a esos 
sindicatos" (7). 
Sin embargo, la OAN declaró no estar "en posición de llegar al veredicto 
de que el gobierno de México omitió aplicar las leyes laborales pertinentes", 
señalando que el hecho de que los trabajadores despedidos aceptaran pagos de 
cesantía como indemnizaciones por renunciar a sus derechos legales está en 
consonancia con la legislación laboral mexicana (8). 
El informe no concluyó con una recomendación de consultas ministeriales, 
pero solicitó una serie de actividades de cooperación, coordinadas por las 
OANs de los tres países, en materia de libertad de asociación y protección del 
derecho a organizarse. En marzo y septiembre de 1995 se realizaron en 
Washington D.C. talleres de trabajo trinacionales de gobierno a gobierno en 
(7) Véase U.S. NAO, Public Report ofReview, 12 de octubre de 1994, pp. 28-30. 
(8) (idem), pp. 30-31. 
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los que expertos de los organismos laborales de cada país discutieron sobre 
temas relativos a la organización de sindicatos y la representación sindical, la 
protección contra la discriminación antisindical, las garantías procesales y 
asuntos referidos a la democracia sindical. 
Para concluir las actividades motivadas por los casos de Honeywelly General 
Electric, en marzo de 1996 se celebró en Montreal, Quebec, una conferencia 
trinacional sobre relaciones industriales en el siglo XXI que reunió a represen-
tantes de los gobiernos, el trabajo y la industria, así como a académicos y otros 
investigadores. Esa conferencia incluyó discusiones sobre la libertad de asocia-
ción y la protección del derecho a organizarse, pero se extendió más allá de esos 
temas para abordar las nuevas estructuras del empleo y él reto que representan 
para la organización y representación sindical de los años venideros. 
2. Sony (Presentación N° 94003 de la OAN de Estados Unidos) 
En agosto de 1994 una coalición de cuatro grupos de apoyo sindical de 
Estados Unidos y México presentaron una queja sobre un presunto despido de 
trabajadores y discriminación contra sindicalistas disidentes en una maquiladora 
mexicana de la corporación Sony en Nuevo Laredo, Tamaulipas, que produce 
cintas magnéticas para videocaseteras. El International Labor Rights Fund, la 
Coalitionfor Justice in the Maquiladoras, el American Friends Service Committee 
y la Asociación Nacional de Abogados Democráticos de México denunciaron 
una confabulación de la gerencia, el sindicato oficial y líderes políticos locales 
para aplastar un intento de elegir nuevos dirigentes o formar un nuevo sindicato 
en la fábrica. 
La OAN aceptó la denuncia para su revisión en octubre de 1994, y en 
febrero de 1995 realizó una audiencia pública en San Antonio, Texas, a la que 
asistieron trabajadores mexicanos, sus abogados y partidarios estadounidenses. 
Citando "cuestiones serias" en materia de registro de sindicatos, la OAN 
estadounidense recomendó Consultas Ministeriales en un Informe Público de 
Revisión de fecha 11 de abril de 1995. Las consultas subsiguientes dieron como 
resultado un programa de actividades que preveía talleres de trabaj o trinacionales, 
conferencias públicas en México y en Estados Unidos sobre registro y certifi-
cación de sindicatos, un estudio especial de expertos mexicanos independientes 
sobre legislación laboral referida al registro de sindicatos y su puesta en práctica, 
y una serie de reuniones de funcionarios del Departamento de Trabajo y 
Asistencia Social de México con trabajadores de la Sony, autoridades laborales 
locales y representantes de la compañía. 
En Ciudad de México y San Antonio, Texas, en septiembre y noviembre 
de 1995, y luego en Monterrey, Nuevo León, en febrero de 1996, se realizaron 
seminarios públicos sobre registro y certificación de sindicatos. En febrero de 
1996 la OAN de México publicó documentos relacionados con los seminarios, 
el estudio especial realizado por los expertos mexicanos independientes y las 
reuniones solicitadas en el acuerdo sobre consultas ministeriales. 
En junio de 1996 la OAN estadounidense puso en circulación un informe 
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que resumía y analizaba los resultados de los seminarios y otros aspectos del 
programa que surgió de las consultas ministeriales sobre la Presentación N° 
94003. El Secretario del Trabajo de Estados Unidos ordenó a la OAN 
monitorear los acontecimientos relacionados con el registro de sindicatos en 
México e informar sobre las implicaciones de las decisiones de la Corte 
Suprema de Justicia mexicana en asuntos constitucionales que involucren el 
registro de sindicatos en el sector público. 
En diciembre de 1996 la OAN estadounidense entregó el informe de 
seguimiento que había solicitado el Secretario. En él analizaba el status actual 
de los trabajadores de Sony, las iniciativas mexicanas para cambiar la legislación 
laboral y las decisiones de la Corte Suprema de Justicia, y llegaba a la conclusión 
de que "en México sigue teniendo lugar un avance potencialmente significativo 
en una amplia gama de cuestiones laborales, incluyendo legislación laboral, 
relaciones obrero-patronales, relaciones obrero-gubernamentales, y dentro de 
las mismas organizaciones sindicales. Sin embargo, hasta dónde llegará el 
impacto de los avances citados es algo que está por verse" (9). 
3. Sprint (Presentación N° 9501 de la OAN de México) 
En febrero de 1995 el STRM (Sindicato de Telefonistas de la República 
Mexicana) presentó una queja ante la OAN de ese país por el súbito cierre de 
un servicio de telecomercialización en idioma español que tenía la corporación 
Sprint en San Francisco, California, presuntamente por una predisposición 
antisindical. El STRM estaba colaborando con su contraparte estadounidense, 
el CWA (Communications Workers of America), que era el sindicato que intentó 
organizar a ese servicio de Sprint. 
La OAN mexicana aceptó la denuncia para su revisión y el 31 de mayo de 
1995 emitió un informe donde declaraba que "le inquietaba la efectividad de 
ciertas medidas destinadas a garantizar 'la libertad de asociación y el derecho de 
los trabajadores a organizarse'" y "posibles problemas en la aplicación efectiva 
de la ley estadounidense" y recomendaba consultas ministeriales sobre la 
cuestión. Como resultado de las consultas surgió un acuerdo de fecha 13 de 
febrero de 1996, en el que los Secretarios del Trabajo de México y Estados 
Unidos y el Ministro del Trabajo de Canadá solicitaban un programa de tres 
partes: 
1) Un foro público a realizarse en San Francisco, California. 
2) Un informe especial del Secretariado sobre los efectos del cierre súbito 
de plantas en el principio de la libertad de asociación y la protección del derecho 
a organizarse en los tres países. 
3) Que el Secretario del Trabajo de los Estados Unidos mantuviera al día 
al Secretario del Trabajo de México sobre el curso de los procesos previstos por 
(9) Véase U.S. NAO, Submission N°940003 Follow Repon, 4 de diciembre de 1995, p. 10. 
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la legislación laboral estadounidense en el caso que provocó la presentación y 
las consultas ministeriales. 
El 27 de febrero de 1996 se celebró en San Francisco, California, el foro 
público solicitado por los ministros, con intervenciones de los trabajadores 
afectados por el cierre de la planta, representantes sindicales de STRM y CWA, 
y sindicalistas de Alemania y Gran Bretaña. También se escuchó el testimonio 
de un profesor de derecho que habló en nombre de Sprint, y de analistas 
académicos. 
En diciembre de 1996 el NLRB (National Labor Reiations Board) de 
Estados Unidos determinó que el cierre de la planta fue motivado por un ánimo 
antisindical de Sprint. Ordenó al empleador volver a contratar a los trabajadores 
afectados, ubicándolos en vacantes en otras divisiones de la compañía, y exigió 
además el pago de retroactivos por salarios perdidos. Sprint apeló la decisión de 
la NLRB y, al cierre de este estudio, el caso estaba pendiente en los tribunales. 
En abril de 1997 el Secretariado publicó su informe especial titulado Plant 
Closing and Labor Rights. El informe revisaba decisiones de los tribunales 
administrativos y las cortes de Estados Unidos, Canadá y México relacionadas 
con cierres de plantas y amenazas de cierre como medio para oponerse a 
intentos de organización sindical por parte de los trabajadores, y llegaba a la 
conclusión de que tales tácticas antisindicales eran comunes en Estados Unidos 
y menos frecuentes en los otros dos países: en Canadá, gracias a una aplicación 
más estricta de la ley y en México debido a diferencias en el sistema de 
organización de sindicatos, el cual raras \ects involucra una "campaña" 
electoral en la que se hagan amenazas de cierre o efectivamente se llegue a los 
cierres. 
4. Sindicato de Pesca (Presentación N° 9601 de la OAN de Estados Unidos) 
En junio de 1996 el InternationalLabor Rights Fund, Human Rights Watchl 
Americasy la Asociación Nacional de Abogados Democráticos presentaron una 
queja ante la OAN estadounidense en nombre del Sindicato Único de 
Trabajadores de la Secretaría de Pesca (SUTSP), que durante mucho tiempo 
había representado a los empleados del ministerio de pesca mexicano. El 
sindicato perdió sus derechos de representación cuando el mencionado minis-
terio fue transformado en el nuevo y ampliado Ministerio del ambiente, los 
recursos naturales y las pesca. 
La denuncia alegaba que el nuevo ministerio y las autoridades laborales 
habían revocado el registro de su sindicato y otorgado el reconocimiento y un 
trato favorable a un sindicato rival. La denuncia también planteaba asuntos 
relacionados con la disposición de la legislación laboral federal que prohibía la 
existencia de más de un sindicato en una entidad gubernamental. Los deman-
dantes citaban esa situación como una violación de la Convención N° 87 de la 
OIT (Organización Internacional del Trabajo) que, conforme a la constitución 
mexicana, es parte de la legislación interna del país. Los demandantes también 
denunciaron que la participación en la (tripartita) "Junta de Conciliación y 
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Arbitraje" de representantes sindicales que podían tener un conflicto de interés 
en decisiones de controversias con otro sindicato constituía una violación del 
requisito del ACL de que los tribunales laborales sean imparciales. 
La OAN estadounidense aceptó la queja para su revisión en agosto de 1996. 
En diciembre de 1996 celebró una audiencia pública en Washington D.C. con 
declaraciones de los representantes de las organizaciones demandantes, repre-
sentantes de los sindicatos y asesores de las organizaciones sindicales conten-
dientes, ciudadanos interesados y representantes del Departamento de Trabajo 
y Asistencia Social mexicano. Como parte de su revisión, la OAN estadouni-
dense también comisionó estudios especiales sobre aplicación de la legislación 
laboral en el sector federal. 
El 27 de enero de 1997 emitió un Informe Público de Revisión que 
recomendaba Consultas Ministeriales sobre doctrinas legales pertinentes en 
México, incluyendo los efectos en la legislación laboral mexicana de las 
disposiciones constitucionales que garantizan la libertad de asociación, "con el 
fin de examinar el efecto de tratados internacionales, tales como la Convención 
N° 87 de la OIT, y de disposiciones constitucionales concernientes a la libertad 
de asociación, sobre la legislación laboral de México, así como la relación entre 
ellos". México aceptó participar en las consultas en marzo de 1997. 
5. Maxi-Switch (Presentación N° 9602 de la OAN estadounidense) 
En un reflejo cabal del caso Sprint, en octubre de 1996 el Communications 
Workers of America (CWA) presentó una queja ante la OAN estadounidense en 
nombre del STRM. La denuncia alegaba que un intento de los trabajadores de 
organizar un sindicato afiliado al STRM en las instalaciones de Maxi-Swith en 
Cananea, Sonora, fue frustrado por un "contrato de protección" colusorio 
entre la compañía y otro sindicato afiliado a la federación sindical dominante. 
Maxi-Switch, un fabricante de teclados para computadoras, es una subsidiaria 
de la corporación Silitek de Taipei, Taiwán. La denuncia alegaba que el 
contrato se hizo sin conocimiento ni consentimiento-de los trabajadores, y que 
la Junta de Conciliación y Arbitraje local le negó inadecuadamente el registro 
al grupo del STRM. 
En diciembre de 1996 la OAN estadounidense fijó una audiencia pública 
en Tucson, Arizona, para el 18 de abril de 1997. Allí se oirían testimonios de 
trabajadores de Maxi-Switch y de representantes de CWA y del STRM. Sin 
embargo, el 15 de abril de 1997 CWA retiró la denuncia a petición del STRM, 
porque las autoridades laborales de México habían tomado medidas para 
resolver el asunto a satisfacción del STRM, incluyendo el otorgamiento del 
registro para el sindicato afiliado al STRM. La audiencia pública se canceló. 
Después de esos acontecimientos el movimiento "Forista" de sindicatos 
independientes mexicanos anunció un plan de gran escala para iniciar campa-
ñas de organización en las áreas de maquiladoras. Como lo dijo uno de los 
dirigentes: "hemos iniciado la pelea contra los "contratos de protección" y los 
"sindicatos blancos" en las maquiladoras" (10). 
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6. Discriminaciones por embaraza en la maquiladora 
El 15 de mayo de 1997 dos grupos estadounidenses de derechos humanos 
y una asociación de abogados mexicanos presentaron una denuncia ante la 
OAN de Estados Unidos alegando "un patrón de discriminación sexual 
generalizado y tolerado por el Estado, contra trabajadoras actuales y probables 
en el sector de maquiladoras a lo largo de la frontera entre Estados Unidos y 
México" (11). La denuncia se refería a una práctica presuntamente habitual de 
exigir una prueba de embarazo a todas las mujeres que soliciten trabajo, negarle 
el empleo a las que resulten positivas en el examen, y presionar a las empleadas 
que queden embarazadas para que dejen sus puestos, todo para evitar la norma 
legal de conceder tres meses de permiso posnatal totalmente pagado. 
Los demandantes sostuvieron que esa práctica de los empleadores y el 
hecho de que las autoridades laborales no la combatan (algunas veces por 
omisión, otras en evidente apoyo ala política discriminatoria de los empleadores) 
viola las obligaciones de México al tenor de las del ACL. La denuncia perseguía 
una revisión de la OAN estadounidense, audiencias públicas en ciudades a lo 
largo de la frontera Estados Unidos-México y la formación de un Comité 
Evaluador de Expertos que informara sobre las prácticas de empleo relaciona-
das con el embarazo en los tres países del ACL (12). Al momento de escribir este 
artículo, la OAN estaba considerando si aceptaba el caso para su revisión. 
Un breve análisis 
Los críticos del Acuerdo de Cooperación Laboral podrían esbozar cual-
quier cantidad de "cartas sociales" idealizadas con normas universales y poderes 
de aplicación raudos y vigorosos, pero el acuerdo fue negociado entre gobiernos 
soberanos, cada uno con sus propias corrientes comerciales, laborales y políticas 
turbulentas y muchas veces encontradas. El resultado es un acuerdo híbrido. 
Preserva la soberanía, pero crea obligaciones mutuas. Establece nuevas entida-
des nacionales y también un Secretariado trinacional. Combina una amplia 
cooperación y programas de consulta con mecanismos de revisión, evaluación 
y solución de controversias. Pero, por encima de todo, promueve el compro-
miso con los derechos y las normas laborales a una escala internacional sin 
precedentes, que involucra a los gobiernos, los sindicatos, las ONGs, el 
(10) Véase Nagel, John: Mexican Labor Groups Calis for Action Following Victory in Maxi-
Switch Campaign, en Bureau of NationalAffairs Labor Report, 28 de abril de 1997, p. A-4. 
(11) Véase U.S. NAO CaseN°9701: "Submission ConcerningPregnancy-BasedSexDiscrimination 
in México 'sMaquiladora Sector ", presentado por Human Rights Watch/Americas, International 
Labor Rights Fund y la Asociación Nacional de Abogados Democráticos, p. 14. 
(12) (Ídem), pp. 37-39. 
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comercio, los académicos y otros actores en un drama nuevo y en pleno 
desarrollo. 
La experiencia institucional 
La experiencia en las estructuras creadas por el ACL refleja un potencial 
latente. En los primeros tres años y medio de funcionamiento del Acuerdo 
únicamente se presentaron siete denuncias. Todas menos una se referían al 
primero de los once Principios sobre organización de sindicatos, y todas menos 
ésa se quedaron en el primer nivel del procedimiento: la revisión de la OAN y 
las consultas ministeriales opcionales. 
Los críticos atacaron al ACL porque no se logró la recontratación de los 
trabajadores despedidos ni el reconocimiento de sindicatos independientes. Sin 
embargo, esa crítica parte de una mala interpretación del poder del Acuerdo. 
Este no puede sustituir a la legislación laboral nacional de los socios del ACL. 
Ninguno de los tres países estaba dispuesto a aceptar que un organismo 
supranacional le dictara soluciones a sus autoridades nacionales. En lugar de 
eso, el ACL crea un nuevo escenario para el examen internacional de las 
cuestiones relativas a la legislación laboral, en la confianza de que con el tiempo 
sus resultados arrojen luces que permitan mejorar el clima de respeto a los 
derechos de los trabajadores. 
Los denuncias sometidas a consideración del ACL han tenido algunos 
resultados visibles y otros que sólo pueden conjeturarse. En los casos de General 
Electric y Honeywell, se reincorporó a algunos trabajadores a sus empleos y esas 
compañías, junto con otras de la región, instruyeron a sus gerentes para que 
eviten colocarlas en situaciones que puedan ocasionar nuevas denuncias en su 
contra (vale decir, que no despidan trabajadores por organizar sindicatos). Esto 
ha llevado a que por lo menos algunas compañías actúen con más cautela a la 
hora de poner a los trabajadores en la mira del-despido. 
En el caso de Sony, abogados del sindicato independiente reconocieron que 
las conferencias públicas y los eventos que rodearon el programa de consulta 
ministerial les brindaron una audiencia internacional que alentó su esfuerzo de 
organización sindical. De modo similar, en alguna medida los trabajadores de 
Sprint han mantenido incentivada su organización sindical ante la evidencia de 
que, además de su junta laboral nacional —la U.S. National Labor Relations 
Board-, cuentan también con el respaldo internacional y con una organización 
a nivel mundial que los mantiene informados sobre los cierres de instalaciones 
y la organización de sindicatos en los tres países. En lo que toca a Maxi-Switch, 
parece claro que la denuncia ante la OAN y la perspectiva de audiencias 
públicas y probables consultas ministeriales contribuyeron a la solución del 
asunto a satisfacción de los sindicatos involucrados. 
Incluso la sola perspectiva de convertirse en un "caso" para el ACL puede 
tener sus efectos. En Canadá, la provincia de Alberta retiró un plan tendiente 
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a privatizar la aplicación de normas laborales después de que los sindicatos de 
esa provincia anunciaron que presentarían una queja según los términos del 
ACL ante las OANs de Estados Unidos y de México. 
También las decisiones adoptadas por las juntas y los tribunales laborales 
han tomado rumbos favorables en algunos de los casos revisados por el ACL. 
En el de Pesca, el sindicato independiente recuperó su registro por orden de un 
tribunal y todavía conserva su personalidad jurídica. En el caso de Sprint, la 
NLRB revocó la sentencia del juez que escuchó los testimonios y decidió en 
favor de la empresa respecto del cierre de la planta. La NLRB concluyó que la 
compañía había cerrado la planta por motivos antisindicales y no por razones 
económicas, y ordenó que se reintegrara a los trabajadores a sus empleos. No 
es dable afirmar que existe una relación de causa y efecto entre el ACL y esas 
decisiones, pero es indudable que la nueva rendición de cuentas internacional 
que demanda el Acuerdo hace parte del contexto. 
A excepción del reciente caso de discriminación por embarazo, no se ha 
iniciado ninguno que involucre a los otros diez Principios. No se ha invocado 
el procedimiento de Evaluación previsto en el Acuerdo ni puesto a prueba el 
mecanismo de Arbitraje. En resumen, sólo se trató una materia (organización 
de sindicatos) en el nivel de revisión o primer nivel, cuando potencialmente hay 
tres (organización, negociación y huelgas) que pueden recibir ese tratamiento 
de primer nivel. Otras cinco materias (trabajo forzado, salario igual, elimina-
ción de la discriminación, compensación a los trabajadores y trabajo migrato-
rio) pueden acceder a dos niveles del tratamiento: Revisión y Evaluación. Otras 
tres (trabajo de menores, salarios mínimos y seguridad y salud) están en 
capacidad de obtener los tres niveles de tratamiento: Revisión, Evaluación y 
Arbitraje. La experiencia evidenciada en apenas una de las veintidós combina-
ciones posibles de asunto y tratamiento no puede servir de base para extraer 
conclusiones sobre el valor del Acuerdo. 
La posible utilización de un Comité Evaluador de Expertos es especialmen-
te interesante. Existen ocho tópicos susceptibles de ser examinados por un 
CEE, cuyo procedimiento es deliberadamente no acusador. Lo puede iniciar 
cualquier gobierno siempre que esté dispuesto a poner a disposición del Comité 
su propio expediente sobre aplicación de la legislación laboral en la materia 
correspondiente. Cabe destacar que la evaluación no está a cargo de funciona-
rios gubernamentales, sino de un panel independiente conformado por exper-
tos de los tres países, que pueden elaborar sus propios análisis comparativos, 
informes y recomendaciones. 
El mecanismo CEE del ACL podría ser un instrumento poderoso para 
promover la aplicación efectiva de la legislación laboral. Los sindicatos, 
empleadores u otros grupos interesados estarían en capacidad de llamar la 
atención de sus gobiernos sobre problemas que ameriten una solicitud minis-
terial de que se integre un CEE. Mediante la colaboración transfronteriza tales 
grupos podrían alentar a todos los gobiernos a formar un CEE en un área 
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reconocida de interés común. Además, solicitar que los casos que involucren el 
trabajo de menores, el salario mínimo o la seguridad e higiene ocupacionales 
avancen del nivel de la Evaluación al de la Solución de Controversias si dos 
gobiernos convienen en llevarlos adelante. Pese a ello, hasta el momento de 
escribir este artículo no se habían presentado casos susceptibles de tratamiento 
en un CEE. 
La solidaridad en el movimiento sindical 
Una consecuencia clave del acuerdo laboral complementario del TLC es un 
incremento sin precedentes del intercambio, la comunicación y la colaboración 
entre los defensores de los derechos laborales y los investigadores del área laboral 
a nivel trinacional. Conforme a los procedimientos inusualmente transfronterizos 
del Acuerdo, las denuncias que involucren prácticas en uno de los países deben 
ser iniciadas en otro país o por otro país. De esa forma los sindicalistas y sus 
aliados se ven obligados a colaborar a través de las fronteras de América del 
Norte para usar el ACL. 
Aún antes del TLC, el sindicato UE (UnitedElectrical Workers) de Estados 
Unidos y el FAT (Frente Auténtico de Trabajo) de México idearon una alianza 
organizativa estratégica. El sindicato International Brotherhood ofTeamsters de 
Estados Unidos y el FAT emprendieron esfuerzos similares sin la formalidad de 
un acuerdo escrito. El CWA {Communications Workers of America) ha desarro-
llado nexos muy estrechos con el STRM (Sindicato de Telefonistas de la 
República Mexicana). 
El ILGWU y el ACTWU (Amalgamated Clothing and Textil Workers 
Union), ahora reunidos en el sindicato UNITE, han llevado adelante progra-
mas conjuntos con sindicatos de México y Canadá. Por ejemplo, en el marco 
de un "plan gemelo" con establecimientos sindicalizados en Eagle Pass, Texas 
y Piedras Negras, Coahuila, el UNITE local colaboró con su contraparte 
mexicana para lograr beneficios contractuales claves en ambas factorías. En una 
escala mayor, el AFL-CIO del estado de Texas formó un "Comité de Solida-
ridad de la Frontera" para trabajar con sindicatos mexicanos en la región 
fronteriza. 
Cabe recordar, por otro lado, cómo funcionó la solidaridad en los casos 
analizados en otro acápite de este trabajo. El UE y el sindicato de Teamsters 
presentaron el primer caso laboral TLC ante la OAN estadounidense en 
nombre de los trabajadores mexicanos envueltos en los intentos de organiza-
ción del FAT. El caso Sony fue presentado por una coalición de cuatro grupos: 
el International Labor Rights Fund con sede en Washington, la Coalition for 
Justice in the Maquiladoras y American Friends Service Committee Maquiladora 
Project con sede en Texas, y la Asociación de Abogados Democráticos de 
México. 
Además, el apoyo fluye en ambas direcciones. El STRM mexicano presentó 
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la denuncia en el caso Sprint en nombre de los trabajadores que estaba 
organizando la CWA en California. En 1995 los organizadores del FAT 
ayudaron a UE a obtener una victoria en una gran planta industrial en 
Milwaukee, Wisconsin, que tiene un elevado componente de trabajadores 
migrantes mexicanos. 
Trabajadores, organizadores sindicales y abogados mexicanos del área 
laboral testificaron en audiencias públicas en Estados Unidos en los casos de 
Honeywelly Sony. Defensores mexicanos, estadounidenses y canadienses de los 
derechos laborales, democráticos y humanos hablaron en foros públicos sobre 
registro de sindicatos organizados por los departamentos del trabajo de EE.UU. 
y México como parte de las consultas del caso Sony. Dirigentes de los sindicatos 
de trabajadores telegráficos de Canadá, Alemania y Gran Bretaña se unieron a 
los sindicalistas mexicanos y estadounidenses en el foro público motivado por 
el caso Sprint conforme a los procedimientos del ACL. 
Todos esos pasos requirieron de una coordinación cuidadosa para labrar 
una posición común. A medida que los involucrados se conocen mejor entre 
ellos, proliferan los contactos. Los sindicalistas y los economistas, abogados y 
otros funcionarios del área laboral de cada país del ACL ahora envían regular-
mente delegados a las convenciones, conferencias y otras actividades de los 
otros países, intercambian información sobre negociaciones, traducen ensayos 
y estudios, y encuentran nuevas formas de unir sus movimientos. Si bien no es 
sólo el acuerdo complementario el que impulsa esas actividades, el ACL crea un 
marco para un trabajo concreto: desarrollar estrategias, redactar presentacio-
nes, planear testimonios, escribir comunicados de prensa, organizar manifes-
taciones, reunirse con funcionarios gubernamentales, participar en el programa 
de actividades de cooperación del Acuerdo y en los eventos que surgen de las 
Consultas Ministeriales. Obviamente, todas esas actividades suponen un 
aprendizaje sobre los otros países y sus movimientos sindicales. 
Más allá del movimiento sindical, durante-los últimos cinco años una 
multitud de ONGs ligadas al tema del trabajo en los tres países han venido 
promoviendo una serie de conferencias, talleres de trabajo, proyectos de 
investigación y otros esfuerzos trinacionales de acercamiento para presionar por 
una dimensión social vigorizada en la integración económica de América del 
Norte. Muy pocos de esos esfuerzos habrían sido, viables fuera del TLC, y el 
ACL brinda una oportunidad concreta para fortalecer el trabajo conjunto. 
A modo de conclusión 
A medida que se acumula experiencia va cambiando la actitud sindical 
hacia el ACL. Los sindicatos canadienses pasaron de una postura de denuncia 
del Acuerdo a considerar, aunque con cautela, hacer uso de él. Los animó el 
ejemplo del caso de Alberta, en el que una declaración de los sindicatos en el 
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sentido de que presentarían una denuncia según los términos del ACL ayudó 
a revertir el plan antisindical de reforma que el gobierno se proponía aplicar. 
Sindicatos canadienses y estadounidenses han discutido la posibilidad de 
presentar una queja que revele el uso de leyes antisindicales en el Sur de los 
Estados Unidos como método para atraer inversiones de Canadá, lo que ha 
traído como consecuencia el cierre de fábricas canadienses sindicalizadas. 
También han considerado la posibilidad de iniciar un caso para poner sobre el 
tapete la doctrina del "reemplazo por huelga" en la legislación laboral estado-
unidense, la cual permite que los empleadores reemplacen permanentemente 
a los trabajadores huelguistas. 
En el caso mexicano, los sindicatos transitaron de una posición de 
indiferencia hacia el ACL a una más receptiva. Un paso importante constituyó 
la iniciativa del Sindicato de Trabajadores Telegráficos Mexicanos de presentar 
una queja para apoyar a los trabajadores de Sprint, en su mayoría mexicanos que 
trabajaban en Estados Unidos. Conforme al ACL, la denuncia fue también un 
factor clave para impugnar el contrato de protección en la fábrica de Maxi-
Switch. Algunos sindicatos mexicanos y estadounidenses están discutiendo 
otras posibles denuncias sujetas a los términos del ACL, entre ellas muy 
probablemente una contra el trato que reciben los trabajadores agrícolas 
migrantes en Estados Unidos. 
En este país los sindicatos continúan criticando los puntos débiles del 
Acuerdo, especialmente la exclusión de asuntos referentes a la sindicalización, 
la negociación y las huelgas, los mecanismos de solución de controversias, y la 
carencia de soluciones ejecutorias bajo el ACL. Al mismo tiempo, se han dado 
cuenta de que resulta un foro muy útil para exponer casos de violaciones de los 
derechos de los trabajadores por parte de corporaciones multinacionales que 
operan en el marco del TLC. Con ello intentan promover una presión popular 
dirigida a detener la ampliación del TLC a Chile y el resto de América Latina, 
a menos que se dote al acuerdo comercial hemisférico de una dimensión social 
más fuerte. 
